Heredia, 28 de marzo de 2023 
MB-013-2023 
 
Señores(as) 
Concejo Municipal 
Municipalidad de Belén 
Presente 
 
Estimados(as) señores(as): 
 
De conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficios N° Ref. 3421/2021, 5211/2021 y 4504/2022; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes consideraciones, aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera opinión jurídica que no involucra un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso de que así se requiera, indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado al estudio del expediente y documentos remitidos a estudio. 
 
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA 
 
Solicita el Concejo Municipal de Belén, criterio legal con relación al oficio número ASAI-06-2022 de fecha 31 de octubre de 2022, denominado ASESORIA SOBRE EL OTORGAMIENTO DE USO DE SUELOS conocida en  en el artículo 4 del acta de Sesión Ordinaria 66/2022 de fecha 08 noviembre del 2022, lo primero que conviene aclarar es que este es un oficio no vinculante rendido solo en carácter de asesoría, sin recomendaciones vinculantes y con una serie de conclusiones que ameritan una valoración técnica y jurídica importante, para lo cual de antemano se aclara que deben considerarse como antecedentes dos informes de esta asesoría legal que no fueron considerados por la Auditoría Interna en su estudio, a saber; 
 
1. El oficio MB-011-2022 del 9 de agosto de 2022, rendido de conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficios N° Ref. 3421/2021, 5211/2021 y 4504/2022; criterio legal con relación a la moción presentada por la regidora María Antonia Castro, por medio del cual remitió la información respecto al otorgamiento de los certificados de uso de suelo N° 3232-2020, 3233-2020, 4098-2020 y 4101-2020 en la finca matrícula folio real N° 4-154664-000, la resolución N° AMB-R-002-2020, de las 14:05 horas del 2 de marzo de 2020, de la alcaldía municipal de Belén; así como el certificado de uso de suelo N° 1952-2022, en la finca matrícula folio real N° 4-82013-000 y, en consecuencia, ampliar respecto a este tema el informe legal N° MB-019-2021, del 1 de junio de 2021. 
 
2. El informe MB-019-2021 de fecha 1 de junio de 2021, rendido conforme al requerimiento del Concejo Municipal, mediante oficio N° Ref.2617/2021, del 12 de mayo del 2021; criterio legal con relación al trámite N° 1549, respeto de la información elaborada por el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) y el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), con el fin de incorporarlos al estudio del expediente administrativo referente a la reducción del Área de Protección La Gruta. 
 
Con estos antedentes, que no se transcriben por la complejidad de los mismos procedemos a hacer análisis respectivo:  
 
Cconcluye en el punto 1 del oficio número ASAI-06-2022 de fecha 31 de octubre de 2022, que “no se logró identificar algún aspecto que llamara la atención por parte de esta Unidad de Fiscalización, que fuera contrarios al Plan Regulador del Cantón de Belen” vigente desde 1997, aún cuando la modificación por reducción del área de protección de La Gruta  para la finca 4-154664-000 no cumplió con el procedimiento exigido por Ley de Planificación Urbana, N° 4240,  análisis puntual que inicia en la página 41 de la mencionada asesoría. 
 
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO 
 
A. Antecedentes fácticos que constan en los expedientes administrativos 
 
En el desarrollo de esta asesoría llama la atención que en la página 2 del oficio ASAI-06-2022, se indica : “Importante mencionar que dentro del alcance de este estudio no se revisará la actualización del Plan Regulador y por ende, la aplicación del artículo 17 de la Ley de Planificación Urbana”, dejando de lado el hecho de que una modificación ya sea parcial o total de un Plan Regulador, debe cumplir con el referido artículo 17 de la Ley 4240. 
En las páginas 10, 11 y 12 describe ampliamente el contenido de los artículos 1, 15, 25 y 26, incluyendo el mismo artículo 17, de la Ley de Planificación Urbana. Hace énfasis en la ubicación de nuestro Plan Regulador dentro de la jerarquía normativa nacional, afirmando que según criterio de la Procuraduría General de la Republica C-097-2014 y sobre el criterio C-360-2019 del 13 de diciembre del 2019, se extrae: “Sobre la naturaleza jurídica de los Planes Reguladores, la Sala Constitucional ha dicho que se trata de verdaderas normas jurídicas o leyes en sentido material, toda vez que reconoce derechos y establece obligaciones para los titulares y poseedores de los inmuebles ubicados en la circunscripción territorial des respectivo cantón” (El subrayado no es del original Voto 18438-2008 de las 17 horas y 56 minutos del 11 diciembre del 2008)” . En la pagina 8 agrega: “Las normas de la fuente inferior no pueden modificar ni sustituir a las de orden superior”. Además puntualiza esta asesoría ASAI-06-2022 en la página 11, la aplicación del artículo 17 de la Ley 4240 que “define el procedimiento para implementar o modificar un plan regulador, así:  
Articulo 17.- Previamente a implantar un plan regulador o alguna de sus partes, deberá la municipalidad que lo intenta: 
1)Convocar a una audiencia pública por medio del Diario Oficial y divulgación adicional necesaria con la indicación de local, fecha y hora para conocer  del proyecto y de las observaciones verbales o escritas que tengan a bien formular los vecinos o interesados. El señalamiento deberá hacerse con antelación no menor de quince días hábiles;  
 
2) Obtener la aprobación de la Dirección de Urbanismo, si el proyecto no se hubiere originado en dicha oficina o difiera del que aquella hubiere propuesto, sin prejuicio de los recursos establecidos en el artículo 13; 
3) Acordar su adopción formal, por mayoría absoluta de votos; y 
 
4) Publicar en La Gaceta el aviso de la adopción acordada, con indicación de la fecha a partir de la cual se harán exigibles las correspondientes regulaciones” 
Igualmente serán observados los requisitos anteriores cuando se trate de modificar, suspender o derogar, total o parcialmente, el referido plan o cualquiera de sus reglamentos.”  
  
Si bien el Plan Regulador es un reglamento, cualquier modificación está directamente ligada al artículo 17 de la Ley de Planificación Urbana número 4240, respetando así la jerarquización de normas: “Las normas de la fuente inferior no pueden modificar ni sustituir a las de orden superior”. Abundando en el tema de fondo, el expediente Zona de Captura Naciente La Gruta, en manos del Concejo Municipal y de la Auditoria Interna, en el folio 135 señala el oficio DU-UCTOT-037-2017 INVU: "La modificación del plan regulador vigente mediante audiencia pública para la zona de captura, no procede por falta de aprobación de la variable ambiental por parte de SETENA" CONCLUSIONES: Para tramitar la modificación de un plan regulador vigente mediante el procedimiento establecido en Art. 17 de la Ley de Planificación Urbana, debe contar de previo con la variable ambiental aprobado por SETENA. (resaltado no es del original).  
A partir de los folios 137 al 147 y 149 a 158, 204 a 205 se encuentran los Recursos de Apelación y Aclaración presentados por la Administración Municipal por la no aceptación del criterio del INVU externado en el oficio DU-UCTOT-037-2017. En el folio 167 (del mismo expediente) mediante oficio DU-UCTOT-073-2017 se indicó en CONCLUSIONES: Se mantiene en todos sus extremos el oficio DU-UCTOT-037-2017". En el folio 207 el oficio DUV-032-2018, indica: "Por lo tanto, lo solicitado por esa Municipalidad contraviene lo indicado en la normativa general creando modificaciones y variando la zonificacion del Plan Regulador vigente y para eso debe seguirse el procedimiento establecido en la Ley de Planificación Urbana". (resaltado no es del original) 
En folio 187, del mismo expediente, el oficio DUV-133-2017 del INVU,  dirigido a la señora Nuria Chavarria de SETENA, se realiza la consulta sobre requisitos para modificar el Plan Regulador: "La consulta se realiza en razón de que el Cantón de Belen no cuenta con variable ambiental y por tratarse de una modificación a la zonificación del plan regulador, debe cumplir con el Art. 17 de la Ley de Planificación Urbana y contar con los IFAS, no obstante la Municipalidad alega que no requiere la variable ambiental. 
Esta Dirección si lo requiere, por lo que le agradezco su criterio técnico"  (resaltado no es del original). 
 
Inmediatamente después, en los folios 188 al 192 se encuentra la respuesta de SETENA mediante oficio DEAE-157-2017 del 26 de julio del 2017, que indica: “Articulo 67.- Integración de la variable ambiental en los Planes Reguladores y otra planificación de uso del suelo. Los planes reguladores establecidos por la Ley de Planificación Urbana y por la Ley de la Zona Marítimo Terrestre o cualquier otro instrumento de planificación del uso del suelo o del territorio, como forma de planificar el desarrollo de actividades humanas potencialmente impactantes al medio, deberán cumplir con el requisito de integrar la variable ambiental por parte de la SETENA, de previo a su aprobación por las autoridades respectivas" 
 
Además aclara " En la sentencia No. 2005-9765 de las 15 horas 37 minutos del día 26 de julio del 2005, la Sala Constitucional señalo que el hecho de no incluir la variable ambiental en los planes reguladores o planes de ordenamiento del uso de la tierra va en contra del derecho fundamental a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado".  
 
Lo anteriormente expuesto implica que se solicitó de parte de las Instituciones inmersas en la modificación del Plan Regulador de Belen, en este caso, el debido proceso, pero la administración municipal no respetó lo reiterado en el criterio C-097-2014 de la Procuraduría General de La Republica, (véase la página 6 ASAI-006-2022) que indica:  
 
“La jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo se sujetara al siguiente orden:  
a) La Constitución Política;  
b) Los tratados internacionales y las normas de la Comunidad Centroamericana;  
c) Las leyes y los demás actos con valor de ley;  
d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las leyes, los de los otros Supremos Poderes en la materia de su competencia; etc. 
Lo anterior se acredita en la siguientes actuaciones: 
 
1. Por el correo del funcionario Ing. Jose Zumbado Chaves de fecha 1 febrero 2018 09:38 con copia al interesado Paul Achtar, dirigido a Jorge Villalobos, Unidad de Topografía, que al efecto indica: “Favor ajustar el Mapa de restricciones y Afectaciones incorporando los estudios aprobados con anterioridad por el SENARA en aquellas zonas donde existe discrepancia” A don Luis Bogantes, Unidad de Desarrollo Urbano: “Una vez la Unidad de Topografía ajuste el Mapa de Restricciones y Afectaciones se proceda a corregir el Uso de Suelo de la Finca de interés indicando la Vulnerabilidad según los probado por SENARA de previo” y adjunta el oficio DTO.0191-2015 del 24 setiembre del 2015 que indicaba a la Unidad de Topografía: “Actualizar el Mapa de Vulnerabilidad de Aguas Subterráneas del Cantón de Belen en cuanto a la finca indicada en el Plano de Catastro H-134668-93 y que según el Informe contenido en el oficio UGH-327-15, por parte de la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica del SENARA el terreno se encuentra en una Zona de Vulnerabilidad Baja a la Contaminación”. A la Unidad de Desarrollo Urbano: “Tomar en cuenta las Conclusiones del Por Tanto de la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica del SENARA en cuanto al terreno según Plano de Catastro H-134668.93 que pretende construir un Proyecto de Construcciones Mixtas destinado a Comercio, Ofibodegas, Almacén Fiscal o eventualmente un hotel”. 
 
2. Por el correo del funcionario Ing. Jose Zumbado Chaves enviado el 14 enero 2019 11:10 con copia a Paul Achtar; Ariana Salas Moreno, dirigido a Luis Bogantes Miranda: Por este medio se le solicita se proceda con los trámites indicados en forma diligente y expedita, considerándose el Informe DTO-OF-001-2019/DJ-006-2019 Y SIN RESTRICCIONES O AFECTACIONES POR LA ZONA DE PROTECCION DE LA NACIENTE LA GRUTA para la finca 154664. Se anexa el Memorando DTO-004-2019 : “Consecuente con lo solicitado por el señor Paul Oscar  Elachtar Chariff en calidad de representante legal de la Sociedad Pleasure Island SA, mediante correo electrónico de fecha 14 de enero de 2019 al ser las 9:04 am y en el que se aportan los tramites de nuevos certificados de Uso de Suelo para la finca 154664, se informa a la Unidad de Desarrollo Urbano que debe utilizarse para los tramites de interés, el Informe de la Dirección del Área Técnica Operativa y la Dirección Jurídica DTO-001-2019/DJ-006-2019 ya comunicado formalmente a la Unidad de Desarrollo Urbano y en el cual queda demostrado técnica y legalmente que no existe restricción o afectación a la finca de interés por medio de la zona de protección de la Naciente La Gruta, ya que se demostró científicamente que esta zona es inferior en dimensiones a la demarcada en la zonificación del Plan Regulador, situación validad y oficializada por el SENARA en calidad de ente rector y en aplicación de la Ley 6877, articulo 3 incisos ch) e) y h) de fecha 18 julio de 1983 y tomando en cuenta la Ley forestal 7575 artículo 33 inciso d) de fecha 5 de febrero de 1996, siendo que además el Plan Regulador es un reglamento de orden inferior por lo que se debe aplicar el principio de Jerarquización de Normas y atendiendo a las reglas univocas de la ciencia y la técnica según artículo 16.1 de la Ley General de la Administración Publica”. Sobre el Informe de la Dirección del Área Técnica Operativa y la Dirección Jurídica DTO-001-2019/DJ-006-2019 llama la atención sobremanera el punto 3. Del POR TANTO, que indica: “El presente Informe Tecnico-Juridico, deja sin valor y efecto cualquier otro documento anterior que se le oponga” 
 
3. El 23 de Mayo del 2019, se emite el oficio DU-UCTOT-115-2019 dirigido al Sr. Horacio Alvarado, Alcalde de la Municipalidad de Belen, el cual responde al oficio AMB-C-071-2019 con fecha 26 febrero  2019 solicitando analizar la situación particular de una finca con folio No. 4-082013-000 para que se autorice la inserción de la actividad hotelera en los Usos permitidos correspondiente a lo señalado en el apartado 21 de la lista de Industrial Tipo (1) del Plan Regulador vigente del cantón de Belén.  
 
A lo que informa lo siguiente: *Para la eliminación o reducción de las restricciones establecidas para el área de protección de La Gruta, reiteramos debe realizarse el procedimiento establecido en el Art. 17 de la Ley de Planificación Urbana No. 4240: “Igualmente serán observados los requisitos anteriores cuando se trate de modificar, suspender o derogar, total o parcialmente, el referido plan o cualquiera de sus reglamentos (Resaltado no pertenece al original)”. *”Una vez analizada la información solicitada a la Municipalidad de Belen mediante oficio DU-UCTOT-118-2019 se determina que la propiedad en estudio con folio No. 082013 y plano catastrado H-7691-1970 posee una vulnerabilidad media según el oficio número UGH-210-1 con fecha 10 de junio del 2015, emitido por la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica del SENARA, sin embargo, la misma asienta un porcentaje de terreno dentro del tubo de flujo de la Naciente La Gruta, además debe respetarse que se encuentra inmersa dentro de la Zona de Protección establecida en el Plan Regulador vigente publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 19 en el Alcance No. 4 con fecha martes 28 de enero de 1997, donde se indica que las zonas de protección son áreas no urbanizables o construibles que deben ser protegidas del uso urbano, tanto por el posible peligro que significa para las personas, como para las construcciones por la inestabilidad de los terrenos, así como la protección de la contaminación de las aguas subterráneas” … (Resaltado no es del original) 
*”Considerando que la zonificación industrial pretende asegurar un ordenamiento de las industrias en relación armónica con los otros usos de suelo establecidos en sus proximidades, integrando de manera eficiente y económicamente a los usos similares o compatibles y separándose a su vez de aquellas actividades diversas, usualmente los requisitos impuestos en las zonas industriales están relacionados con exigencias de seguridad, salubridad, y eficiencia que se traducen en el mínimo tamaño del lote, es por esta razón que para la inserción de la actividad hotelera solicitada por la Municipalidad de Belen se recomienda elaborar una actualización o modificación del Plan Regulador vigente, tal como se mencionó anteriormente, misma actualización debe reflejar las necesidades reales y actuales del cantón, con el fin de lograr una mejor armonía en todo el territorio y poder subsanar aquella carencia o deficiencia detectada por la población del cantona si como también los funcionarios municipales que cumplen un papel protagónico como los principales administradores del territorio”. “Conclusión. De lo anterior reiteramos, que la Municipalidad de Belen debe modificar su plan regulador vigente efectuando los debidos ajustes de zonificación y reglamentación necesarios, tomando en consideración lo dispuesto en el Art. 17 de la Ley de Planificación Urbano, además de contar con aval de SENARA aprobando sobre los estudios hidrogeológicos a utilizar en la nueva propuesta y también con el análisis del alcance ambiental por parte de SETENA”. (resaltado no es del original) …. Por lo tanto, el Departamento de Urbanismo y la Unidad de Criterios Técnicos y Operativos de Ordenamiento Territorial no avalan el desarrollo de la actividad hotelera en la propiedad con folio No. 082013…” conocida como el inmueble de Acuamania, colindante al este con la finca 4-154664-000 y a la cual le aplican las mismas restricciones ambientales, que a la finca del señor Paul Achtar. 
 
Ahora bien, los artículos 169 y 170 Constitucionales consagran la autonomía de las Municipalidades o Gobiernos locales. En la página 10 del oficio ASAI-06-2022, se indica “en lo atinente a lo local no caben regulaciones de ningún otro ente público, salvo que la ley disponga lo contrario, lo que implica un fundado motivo para dictar regulación; o lo que es lo mismo, el municipio no está coordinado con la política del Estado y solo por la vía de la ley se puede regular materia que pueda estar vinculada con lo local … (voto No. 3493-2002 de las 14 horas 41 minutos del 17 de abril de 2002). Continúa en la misma página 10: “De lo indicado en ese voto se puede apreciar que el poder normativo municipal NO ES IRRESTRICTO y se encuentra sujeto al bloque de legalidad” (Mayúscula no es del original). Lo cual reitera la obligación de que en procesos de ordenamiento urbano, cualquier modificación al Plan Regulador vigente, requiere cumplir con el artículo 17 de la Ley de planificación Urbana. Continúa la asesoría en la página 14, sobre la misma línea: “Ahora bien, en el ejercicio de esa potestad reglamentaria, la Municipalidad debe respetar los principios que puedan derivarse de la Ley de Planificación Urbana así como lo que en materia establezca la Ley de Construcciones”.  
En el acta de Sesión Ordinaria 6415-2021 se conoce por parte del Concejo Municipal el memorando AMB-MC-278-2021, que contiene el informe UTOP-15-2021 suscrito por Jorge Villalobos, Unidad de Topografía, por medio del cual remite informe sobre las áreas de protección individualizadas una a una, a saber según Zona 1 y/o Zona de Protección acorde a los Estudios del SENARA 1994-1995; según Zona de Protección Plan Regulador; según Zona de protección acorde a Ley de Aguas y Ley Forestal vigentes. Al respecto y en cumplimiento del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria 5614-2021. Específicamente sobre La Gruta indica: 
 
[image: ]Área de Protección según SENARA 1994-1995 UTOP-15-2021 
[image: ]Área de Protección según Plan Regulador/ UTOP-15-2021 
[image: ]Área de Protección según Ley de Aguas y Ley Forestal/UTOP-15-2021 
 
Sin embargo el UTOP-15-2021 no incluye el área de protección completa con el tubo de flujo de la Naciente La Gruta, el cual si se encuentra referido en el Estudio de Delimitación del Área de Protección del Manantial La Gruta SENARA 1995. Estudio que según publicación del Diario Oficial La Gaceta, alcance 4, cumpliendo con artículo 17 Ley 4240, indicó en el POR TANTO: “Los estudios se fundamentan en el Plan Regulador propuesto por el INVU, al cual se le incorporaron las recomendaciones y observaciones dadas en la Audiencia Pública, efectuada en dos Sesiones Extraordinarias del Concejo Municipal de Belen, de fecha 13 de mayo y 17 de junio de 1994 y los Estudios de Delimitación de Áreas de Protección de los Manantiales de Ojo de Agua, San Antonio, Los Sanchez, La Gruta y Puente Mulas, realizados mediante asesoría del Departamento de Hidrogeología del SENARA”. Esta área de protección oficial es reenviada a la Municipalidad de Belén en el oficio SENARA-DIGH-UI-134-2020, que mantiene la misma área del estudio de 1995 realizado por el mismo SENARA: 
[image: ] 
 
 
La administración municipal, por medio del funcionario don Jose Zumbado Chaves solicita aplicar la reducción del área de la zona de protección de La Gruta, desde el 2018 (arriba descrito), basado en oficios de SENARA 2015, que ya el rector en Planificación Urbana INVU había indicado no se podía realizar. Consecuencia que  descubre un vacío de zonificación que aparecía como zona de protección, porque al “reducir y eliminar” la zona de protección no existe ninguna otra zonificación, en ese lugar. La zonificación después del área de protección no sustitute ese espacio, mucho menos se sobrepondría la zonificación industrial sobre zonificación de área de protección:  
[image: ] 
Esta imagen de SENARA refleja claramente el área de protección según Estudio de Delimitación de Área de Protección del Manantial La Gruta 1995 (verde transparente y tubo de flujo en naranja) frente a la zona punteada dentro de la zona verde transparente que es la reducción solicitada por la Dirección del Área Técnica Operativa. Consecuentemente resulta un área de protección sin zonificación.  
Lo anterior se explica mejor en el oficio DUV-122-2017 INVU (folio 130 del Expediente Zona de Captura Naciente La Gruta) dirigido a la Secretaria del Concejo Municipal y a don Jose Zumbado,  sobre el “Ajuste de la Zona de Captura de la naciente La Gruta establecida en la Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Belen”, que indica "Debido a que no se encuentra en la documentación el mapa de uso de suelo actual ni el mapa de uso de suelo propuesto, como resultado de esta gestión, se les solicita aportarlos y así poder continuar con el trámite que corresponda". (Resaltado no es del original). En los folios 131 y 132 de mencionado expediente, la oficina del Plan Regulador, hace mención de la entrega de esos mapas, mediante correo electrónico y oficio OPR-OF-07-2017, para obtener el aval del INVU requerido y necesario para sustituir la zonificación que quedaría fuera del área de protección de La Gruta que se pretendía modificar.  
Sin embargo, el trámite de modificación del Área de Protección, reducción en este caso, no logró cumplir con los incisos 2, 3 y 4 del artículo 17 de la Ley 4240, a saber: 
2) Obtener la aprobación de la Dirección de Urbanismo, si el proyecto no se hubiere originado en dicha oficina o difiera del que aquella hubiere propuesto, sin prejuicio de los recursos establecidos en el artículo 13; 
3) Acordar su adopción formal, por mayoría absoluta de votos; y 
 
4) Publicar en La Gaceta el aviso de la adopción acordada, con indicación de la fecha a partir de la cual se harán exigibles las correspondientes regulaciones” 
 
Sobre la aplicación inmediata de esa reducción de Área de Protección, resulta de SUMA RELEVANCIA el oficio PE-AL-312-2020 del INVU, del 21 octubre del 2020, que ante consulta del Concejo Municipal mediante Oficio N°5515 que corresponde al acuerdo tomado por el Concejo Municipal de Belén, en la Sesión N°55-2020, celebrada el 06 de octubre de 2020, y ratificada el 13 de los corrientes, en cuyos puntos CUARTO y QUINTO acordó: 
“CUARTO: Solicitar por parte del Concejo Municipal de Belén el criterio jurídico del INVU a efectos de establecer si el Plan Regulador del Cantón de Belén ha sufrido alguna modificación oficial desde su entrada en vigor. 
QUINTO: Solicitar el criterio del Departamento Legal del INVU con relación a que, si un administrado presenta a la Municipalidad, Informes técnicos de los Entes Rectores o aprobados por los Entes Rectores y que respaldan la reducción del tubo de flujo y los radios de protección técnicos, debe la Municipalidad proceder con el Artículo 17 de la Ley de Planificación Urbana para su aplicación o bien son estos vinculantes y de aplicación obligatoria por tratarse de una aplicación de Ley” 
Al respecto debemos manifestar que existen antecedentes de diversos Oficios emitidos por el Departamento de Urbanismo, en los cuales se había referido al caso de la naciente La Gruta, que fueron remitidos a esa Corporación Municipal, y que se relacionan con las consultas que ahora se plantean, así tenemos: 
1. Oficio DU-UCTOT-037-2017 de fecha 25 de abril de 2017, emitido por el MAG. Jorge Mora Ramírez, entonces Encargado de la Unidad de Criterios Técnicos de Ordenamiento Territorial, y dirigido a la Bach. Ligia María Delgado Zumbado, Asistente de la Oficina Plan Regulador de la Municipalidad de Belén, en el que atendía Oficio N°OPR-OF-23-2016, relativo a la audiencia pública para el ajuste de la zona de captura de la naciente La Gruta y en el que concluía que para tramitar la modificación de un plan regulador vigente mediante el procedimiento establecido en el Artículo 17 de la Ley de Planificación Urbana, se debía contar de previo con la variable ambiental aprobada por SETENA. 2 
2. Asimismo, encontramos el Oficio DU-UCTOT-119-2020 de 23 de mayo de 2019, suscrito por el Arq. Manuel Alexander Hernández Flores, funcionario de la Unidad de Criterios Técnicos y Operativos de Ordenamiento Territorial del INVU y por el MAG. Jorge Mora Ramírez, Jefe del Departamento de Urbanismo del INVU, dirigido al Sr. Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde Municipal de Belén, en el que se atendía el Oficio AMB-C-071-2019 de 26 de febrero de 2019, en el que se solicitaba analizar la situación particular de la finca con folio 082013 y plano catastrado H-7691-1970 para que se le autorice la inserción de la actividad hotelera en los usos permitidos correspondiente a lo señalado en el apartado 21 de la lista de Industrias Tipo (1) del Plan Regulador vigente del cantón de Belén.  
 
Es menester traer a colación lo señalado en el Oficio DU-UCTOT-119-2020, en lo relativo al tubo de flujo de la naciente La Gruta: “Una vez analizada la información solicitada a la Municipalidad de Belén mediante oficio DU-UCTOT-118-2019 se determina que la propiedad en estudio con folio N°082013 y plano catastrado H-7691-1970 posee una vulnerabilidad media según el oficio número UGH-210-15 con fecha 10 de junio de 2015, emitido por la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica del SENARA sin embargo, la misma asienta un porcentaje de terreno dentro del tubo de flujo de la Naciente La Gruta, además, debe respetarse que se encuentra inmersa dentro de la Zona de Protección establecida en el Plan Regulador vigente Publicado (sic) en el Diario Oficial La Gaceta N°19 en el Alcance N°4 con fecha del martes 28 de enero de 1997, donde se indica que las zonas de protección son áreas no urbanizables o construibles que deben ser protegidas del uso urbano, tanto por el posible peligro que significa para las personas, como para las construcciones por la inestabilidad del terreno, así como para la protección de la contaminación del aguas subterráneas, es importante mencionar que se realizó una gira de inspección en sitio con el fin de valorar la disponibilidad de servicios, la ubicación exacta, accesos viales, la ocupación actual del terreno donde se pudo apreciar que actualmente en la parte frontal del terreno se encuentra construida una edificación de consideración según su huella de construcción correspondiente a una Plaza Comercial y de Ofibodegas, considerando así  que se establece un área muy limitada para el desarrollo de la actividad hotelera, por último, se realizó un levantamiento fotográfico del terreno en análisis”  
En el Oficio de cita, se concluye que:  
“La Municipalidad de Belén debe modificar su plan regulador vigente efectuando los debidos ajustes de zonificación y reglamentación necesarios, tomando en consideración los dispuesto en el Artículo N°17 de la Ley de Planificación Urbana, además de contar con el aval de SENARA aprobando sobre los estudios hidrogeológicos a utilizar en la nueva propuesta y también con el análisis del alcance ambiental por parte de SETENA. Así mismo pueden valorar lo dispuesto en Decreto N°39150-MINAE-MAG-MIVAH-PLAN-TUR. Reglamento de la Transición para la Revisión y Aprobación de Planes Reguladores” 
3. Finalmente, tenemos el Oficio del Departamento de Urbanismo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo N°DU-144-08-2019 de 28 de agosto de 2019, suscrito por la Licda. Gloriana Chacón Cisneros y el MAG. Jorge Mora Ramírez, abogada y Jefe del referido Departamento, el cual fue dirigido a la Sra. Ana Patricia Murillo Delgado, Secretaria del Concejo Municipal de Belén, y enviado al correo electrónico secretariaconcejo1@belen.go.cr, el cual atiende el Oficio 4501/2019 de 31 de julio de 2019, y en el que se planteaban exactamente las mismas preguntas que se realizan en el Oficio N°5515 de esa Municipalidad, que en este acto se responde, y el cual se adjunta a este Oficio y que la Asesoría Legal Institucional de este Instituto hace suyo en un todo. 
Cabe hacer énfasis que el Oficio DU-144-08-2019 fue emitido más de un año antes de el Acuerdo del Concejo Municipal que genera las interrogantes que ahora se vuelven a plantear, reiteramos que contestando exactamente las mismas pregustas que ahora se vuelven a plantear, por lo que resulta incomprensible que dicho Oficio no conste dentro del expediente que sobre el tema tiene esa Corporación Municipal, y que, respetuosamente, el hecho de volver a plantearlas para obtener una respuesta que ya fue dada por la Institución, provoca un desgaste de tiempo y recursos innecesarios para el INVU. 
En virtud de lo anterior, ténganse por atendidas las solicitudes realizadas por ese Concejo Municipal en los puntos cuarto y quinto del Acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria N°5515/2020, en los mismos términos en que fueron contestadas en el Oficio DU-144-08-2019 de 28 de agosto de 2019, del Departamento de Urbanismo del INVU, el cual esta Asesoría Legal hace suyas en un todo, y que la Jefatura del Departamento de Urbanismo reitera. 
Se adjunta el Oficio DU-144-08-2019”. 
Retomando el alcance 4 del Diario Oficial La Gaceta número 19 del martes 28 de enero de 1997 que en el POR TANTO, indico: 
       “En uso de las facultades señaladas por la Ley de Planificación Urbana No. 4240, del 15 de noviembre de 1968 y sus Reformas, se dicta el presente Plan Regulador, el cual será aplicado en todo el cantón de Belen, de la Provincia de Heredia. 
       Los estudios se fundamentan en el Plan Regulador propuesto por el INVU, al cual se le incorporaron las recomendaciones y observaciones dadas en la Audiencia Pública, efectuada en dos Sesiones Extraordinarias del Concejo Municipal de Belen, de fecha 13 de mayo y 17 de junio de 1994 y los Estudios de Delimitación de Áreas de Protección de los Manantiales de Ojo de Agua, San Antonio, Los Sanchez, La Gruta y Puente Mulas, realizados mediante asesoría del Departamento de Hidrogeología del SENARA”. (Subrayado no es del original) 
 
Resulta que la conclusión sigue siendo que NO se pudo ni se puede aplicar la reducción al área de protección de La Gruta hasta que no se cuente con una audiencia pública valida con estudios IFAS de respaldo especifico de esa reducción y que el procedimiento cumpla, a cabalidad, con el art. 17 de la Ley 4240, en primer lugar. Además, debe cumplir con legislación conexa sobre las reducciones de áreas de protección. Tampoco se debía incluir esa reducción de área de protección en los Usos de Suelo 768 y 769 del 2018, 1085 del 2019 y Resolución DTO-OF-016-2020, en manos de la auditoria, emitidos por la Unidad de Desarrollo Urbano, porque no estaba ni está vigente esa modificación al Plan Regulador vigente.  
 
En la página 17 de la citada asesoría se indica que según voto 9565-2017 de las 9:45 minutos del 23/06/2017 sobe la naturaleza jurídica del Certificado de Uso de Suelo, de forma expresa: 
“VII. Sobre los certificados de uso de suelo. En cuanto a este aspecto, este Tribunal ha definido que los certificados de uso de suelo son un acto administrativo que nace del ejercicio de la potestad normativa del ente corporativo, que afecta directamente la esfera jurídica del administrado –favorable y desfavorablemente a la vez-; y que genera efectos jurídicos independientes. Ello por cuanto su contenido beneficia al administrado y a la vez le establece limitaciones, es decir, le otorga el derecho a destinar el bien conforme al uso de suelo establecido en la reglamentación una vez obtenidos los respectivos permisos y a la vez limita el ejercicio de los atributos del derecho propiedad, en aplicación de las regulaciones urbanísticas y el régimen ambiental vigente. Al ser actos favorables, se encuentran cubiertos por el principio de intangibilidad de los actos propios, por lo que su anulación o revisión implica la observación de los requisitos formales y sustanciales establecidos al efecto en el ordinal 173 de la Ley General de la Administración Pública.” (En un sentido similar: Voto N°15501-2016 de las 11:41 horas del 21 de octubre de 2016) (Subrayado no es del original). Sin embargo el DJ-380-2022  del 12 de setiembre del 2022, indica:  
“Por eso insistimos que la labor de emitir el certificado de uso de suelo debe limitarse a revisar la regulación de zonificación del plan Regulador que afecta cada finca, dado que en todos los casos se generan efectos sobre el ejercicio del derecho de propiedad del administrado y que pueden confundir a la persona solicitante, pues a la hora de emitirse desnaturalizaría el certificado de uso de suelo al introducirle aspectos no autorizados por el ordenamiento jurídico”. 
 
El Criterio DJ-380-2022  del 12 de setiembre del 2022 contrario al voto de la Sala Constitucional 9565-2017 arriba mencionado y según el oficio  PE-079-01-2020 de la presidencia del INVU, rector de la Planificación Urbana recibido en el acta 0431/2021, sobre las indicaciones acerca de la obligatoriedad de incluir en las Resoluciones de Uso de Suelo “si el predio está sujeto a otras restricciones se deben indicar en el Certificado de Uso de Suelo” 
 
Siendo así, la consideración del oficio ASAI-06-2022 que en concreto refiere “Para el otorgamiento de certificados de uso de suelo, reforzar que la Administración continúe aplicando en toda su extensión lo que establece el Plan Regulador del cantón de Belén y demás normativa conexa”, es considerada muy oportuna. 
 
Llama la atención que de las páginas 21 a 25 del oficio ASAI-06-2022, se hace una disertación sobre la Matriz de Vulnerabilidad, sin mencionar ni valorar el oficio DIGH-198-2014, del 12 de mayo 2014, dirigido al Alcalde Horacio Alvarado, que cierra la posibilidad de homologación de estudios realizados a una finca sobre otra o sea homologar, debido a la geología particular y define el nivel de detalle de los Estudios requeridos: “2.De igual forma, ante una solicitud de homologación de estudios en el Cantón de Belen, se remitió a la gerencia del Oficio UGH-0105-14, mediante el cual se le indico: “Por tanto se indica que no es posible aceptar la homologación de estudios para casos de cambio de categoría de vulnerabilidad hidrogeológica” 
Por lo anterior, se le reitera la necesidad de realizar la actualización del mapa de vulnerabilidad del cantón de Belen, estudio que por requerirse un mayor nivel de detalle, se propone la aplicación de una metodología que requiere de más parámetros, como es el conocido DRASTIC”.   
Sobre este tema de la Vulnerabilidad en el informe UTOP-11-2022, conocido en el acta 7502/2022 del Concejo Municipal, el funcionario Jorge Villalobos, responde al presidente Minor González e indica: “Acerca del procedimiento que se siguió para el cambio de vulnerabilidad para la finca en cuestión se describe a continuación: El Servicio Nacional de Riego y Avenamiento (SENARA), por medio de la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica, emite el oficio N° UGH-327-15, por medio del cual se realiza un análisis y pronunciamiento técnico respecto a la calificación de Vulnerabilidad y zonas de protección de pozos y nacientes para la propiedad H-134668-1993, ubicada en la Asunción de Belén y la ubica en zona de baja vulnerabilidad a la contaminación de aguas subterráneas. 
Luego la Dirección del Área Técnica Operativa por medio del Memorando DTO-0191-2015, gira instrucciones a la Unidad de Topografía para actualizar el Mapa Integrado, en cuanto a la Vulnerabilidad para la finca H-134668-93 según oficio UGH-327-15 del SENARA en calidad de ente rector. 
Posteriormente esta oficina procede a realizar el ajuste de Vulnerabilidad en el Mapa Integrado, como un componente de este para la finca de interés, en setiembre de 2015, de acuerdo con lo establecido por SENARA en calidad de ente rector y con las instrucciones superiores correspondientes. 
Para el año 2016, la Municipalidad recibe del SENARA un nuevo Mapa General del Cantón de Vulnerabilidad con la Metodología DRASTIC y con instrucciones de la Dirección Técnica Operativa, la Unidad de Topografía procede a actualizar la 
Vulnerabilidad en el Mapa Integrado de la Municipalidad, en términos generales. 
Ahora bien, en el caso específico de la Vulnerabilidad para la finca de interés (plano H-134668-93), la Dirección Técnica Operativa mantiene la vigencia del oficio UGH-327-15 del SENARA en calidad de ente rector y comunicada a esta Unidad a través de correo electrónico del 1 de febrero de 2018. 
Por último, la Dirección Técnica Operativa justifica esa vigencia en que el contenido del oficio UGH-327-2015 fue confirmado posteriormente por el SENARA mediante oficio número UGH-362-15 y recientemente por medio de la Gerencia General, según el oficio SENARA-GG-0413-2022 que traslada el dictamen SENARA-DIGH-0089-2022 y posteriormente comunicado vía correo electrónico por la misma Dirección a través del Memorando DTO-153-2022”. Sin aclarar que  mediante ese último oficio SENARA-DIGH-0089-2022 ingresado a la Municipalidad, se indicó:    
“La zona de captura del Manantial la Gruta, definido por SENARA en 1996, que se incorporó en el Plan Regulador y sus reglamentos, Alcance Nº 4 del Diario Oficial La Gaceta Nº 19 del martes 28 de enero de 1997 y la definida en el consecutivo UGH-362-2015, son insumos técnicos muy importantes para que sean incluidos en los mapeos de ordenamiento del territorio, si estos estudios son mejorados con información relevante y exhaustiva, debe ser incorporados en las propuestas de los nuevos planes reguladores”.  
 
Por todo lo expuesto se solicitó al SENARA estudio mejorado sobre el Área de Protección de La Gruta, mediante según consta en los acuerdos del Concejo Municipal de Belén números 5922/2019 y 4728/2022 , sin respuesta a la fecha. 
 
En las páginas 26 y 37 del oficio ASAI-06-2022: se refieren al Mapa de Afectaciones y Restricciones de la Municipalidad. Este mapa representa, a nivel Municipal, los registros de pozos, nacientes y otros; debidamente depurado ya que en los años 2011 y 2012 se realizaron inspecciones en campo y consultas sobre la ubicación en coordenadas de pozos, nacientes y otros. Es por esta razón que el mapa aquí referido tiene consignados los datos oficiales remitidos por los entes rectores, ya que los dichos entes rectores tienen relacionada entre si la información de ambas instituciones, a saber, Dirección de Aguas y SENARA juntos, confirmada en campo aquí en Belen, de manera que SENARA tienen unos datos y Dirección de Aguas otros. 
 
También se hicieron inspecciones en campo, a privados y dueños de terrenos, donde se corroboró la presencia o no de pozos, nacientes u otros, quedando formalmente geo referenciados, con el debido aval de los entes rectores. 
 
Siendo así, ese mapa no es solo “para uso a nivel administrativo de los centros de trabajo principalmente por parte de la Unidad de Desarrollo Urbano, el comité Técnico Administrativo, y la Unidad Ambiental, entre otros, que tienen relación con el tema de interés, y para orientación a los administrados con relación a aspectos que deben considerar para la tramitología de posteriores solicitudes como es Licencias de Construcción; pero no sustituye los pronunciamientos oficiales de los entes rectores cada uno en su materia”.  Sobre este tema del Mapa el informe UTOP-11-2022 del funcionario Jorge Villalobos, ya mencionado y conocido en el Concejo Municipal acta 7502/2022 nos indica: “Referente a su consulta acerca de la justificación técnica para cambiar vulnerabilidad a la finca N° H-134668-1993, se le informa que, a nivel administrativo, la Dirección del Área Técnica Operativa a través de la Oficina del Plan Regulador, giró instrucciones a la Unidad de Topografía en el 2011, para elaborar un Mapa que integrara información de diferentes entes rectores con materia técnica ambiental para facilitar el trabajo a nivel Municipal. Este mapa llamado “Mapa de Afectaciones de Pozos, Nacientes y Vulnerabilidad a la contaminación de Aguas subterráneas según Legislación Vigente Y de Amenazas Naturales Potenciales según La Comisión Nacional De Emergencias para el Cantón de Belén” o bien Mapa Integrado, es para consulta municipal y fue elaborado previa revisión y control de la Dirección del Área Técnica Operativa, de igual forma los cambios o ajustes que sobre este se generaran de acuerdo con lo establecido por los entes rectores. Hay que recordar que la rectoría en materia de Aguas Subterráneas le corresponde al Servicio Nacional de Riego y Avenamiento (SENARA)”. 
 
En la página 37 oficio ASAI-06-2022, se indica que “para demostrar aspectos relevantes sobre afectaciones según lo establecido por los entes rectores en la materia, como el estudio de SENARA 1995, lo establecido por el Plan Regulador del cantón de Belen, vigente desde 1997”, sin embargo en el caso de la finca del interesado folio real H-154664-000 se desaplica el Estudio del SENARA de 1995, aun cuando está incluido oficialmente en el Plan Regulador publicado para conocimiento público en el Diario Oficial La Gaceta No. 19, Alcance No. 4 de fecha 28 enero de 1997. Se solicitó a la Dirección de Operaciones de parte de don Ernesto Gallo, el 12 de marzo de 2019, “una constancia con fecha actual donde conste que la finca 154664 está libre de restricciones”  y se avaló por parte de esa Dirección mediante Certificado de Uso de Suelo número 1085-2019 de fecha 15 de marzo del 2019, firmado por el Ing. Jose Zumbado Chaves, que autorizo 7256 m2 como superficie máxima de ocupación de suelo en la finca 154664. Dejando de lado oficios del INVU ya mencionados, incumplimientos de ley, la publicación de Gaceta 19 de 1997 de nuestro Plan Regulador vigente y oficios del mismo SENARA, rector en la protección de las aguas subterráneas: 1- Oficio SENARA-DIGH-164-2019, sobre la supuesta modificación en la protección del Área de La Gruta: “Basado en el criterio expresado por la dirección Jurídica DJ-144-2016, un estudio hidrogeológico en las zonas de captura (tubos de flujo) o de disminución de radio de protección de pozo o naciente no tiene la virtud de disminuir áreas de protección definidas por la Ley de Aguas o por la Ley Forestal. Un estudio técnico de manantiales y pozos no tiene la virtud de disminuir ni liberar áreas que la Ley Aguas define como” reserva de dominio a favor de la nación”, artículo (8 y 31 de la Ley de Aguas 276) ni las áreas en que la ley prohíbe la tala de árboles.  Artículo 33 de la Ley Forestal No.7575). 
A través de dicho estudio si es viable jurídicamente, establecer diferentes medidas de protección, estableciendo una protección más rigurosa, en todas aquellas áreas que alimentan el acuífero , y una protección menos rigurosa, en aquellas que no interfieran en la calidad y cantidad del recurso hídrico, todo según lo determine la ciencia y la técnica”.  2- Oficio SENARA-DIGH-UI-134-2020, presentado a Dulcehe Jimenez, de la Unidad Ambiental y al Concejo Municipal mediante acuerdo aprobado en la sesión ordinaria N° 26-2021, artículo 17, del 4 de mayo del 2021, en donde la regidora María Antonia Castro remitió la información requerida y aportó ese informe técnico N° SENARA-DIGH-UI-134-2020, del 3 de agosto del 2020, suscrito por SENARA, donde se realizó el levantamiento de los manantiales y se agregaron las consideraciones técnico-científicas y jurídicas de la zona de protección del manantial La Gruta. Este informe de SENARA-DIGH-UI-134-2020  reitera: “En cuanto a la zona de protección del manantial La Gruta tal y como se indicó en el SENARA DIGH-164-2019 el área de protección de los Manantiales no pueden ser modificado utilizando como único criterio la disminución del caudal, por cuanto este parámetro es muy dinámico y es influenciado por cambios en los regímenes de precipitación, por lo tanto la zona de protección del manantial La Gruta corresponde a una radio de 100 metros de acuerdo al inciso a, artículo 33 de la Ley Forestal y la delimitación de tubo de flujo elaborado por la  Geo. Sandra Arredondo en el estudio denominado Delimitación de zonas de protección a los acuíferos de nacientes en el área de influencia en el manantial La Gruta”. San Antonio de Belén, Heredia, Costa Rica. Estas zonas se muestran en la figura 5”.  Estudios de Delimitación de Zonas de Protección solicitados por la SETENA desde la Resolución 2205-2013 SETENA, págs. 11-12. 
 
Además mediante el último oficio SENARA-DIGH-0089-2022 del 03 junio 2022, dirigido a la Alcadesa Municipal, ingresado a la Municipalidad y que forma parte del expediente administrativo, se indicó en los antecedentes:  “El Plan Regulador de la Municipalidad de Belén (1996/1997): contempló las Áreas de Protección de Acuíferos y Manantiales del Cantón de Belén. Este proceso tuvo como punto de partida la existencia del Plan Regulador del Cantón de Belén aprobado por el Concejo Municipal en Sesión extraordinaria Nº 48-96, celebrada el 22 de agosto de 1996, cuyo Reglamento de Zonificación y de Vialidad se aprobó por el Concejo Municipal en su Sesión Ordinaria 73-96 celebrada el 17 de diciembre de 1996. Finalmente, el Plan regulador y su reglamento entró en vigencia a partir de su Publicación en el alcance Nº 4 del Diario Oficial La Gaceta Nº 19 del martes 28 de enero de 1997. En el documento de este Plan Regulador aprobado por la Municipalidad de Belén se adoptaron los “Estudios de delimitación de Áreas de Protección de los Manantiales de Ojo de agua, San Antonio, Los Sánchez, La Gruta y Puente Mulas, realizados mediante asesoría del Departamento de Hidrogeología del SENARA.” 
 
 También agrega: “1. Basado en el criterio expresado por la Dirección Jurídica OFICIO N° DJ - 144 -2016, un estudio hidrogeológico de zonas de captura (tubos de flujo) o de disminución de radio de protección de pozo o manantial no tiene la virtud de modificar las áreas de protección definidas en la Ley de Aguas ni en la Ley Forestal. Un estudio técnico de manantiales o de pozos, no tiene por sí mismo la virtud de disminuir ni liberar áreas que la ley de aguas define como “reserva de dominio en favor de la nación” (artículo 8 y 31 de la Ley de Aguas No. 276) ni las áreas en que la ley forestal prohíbe la tala de árboles. (Artículo 33 de la Ley Forestal No. 7575). A través de dicho estudio sí es viable jurídicamente, establecer diferentes medidas de protección, estableciendo una protección más rigurosa en todas aquellas áreas que alimentan el acuífero, y una protección menos rigurosa, en aquellas que no interfieren con la calidad y cantidad del recurso hídrico, todo según lo determine la ciencia y la técnica.  
2. La zona de captura es un área definida alrededor de un manantial, en donde se presta especial vigilancia a las actividades que pueden constituir una amenaza de contaminación de las aguas subterráneas. Por lo que SENARA en función de la ciencia y la técnica emite una serie de recomendaciones, las mismas consisten en no ubicar ciertas actividades en las zonas de captura, por la posibilidad de poner en peligro la cantidad y calidad del recurso aguas subterráneas. Estas zonas de captura deben ser incorporadas por la municipalidad en los Planes Reguladores, como también los mapas hidrogeológicos de vulnerabilidad. Por lo que la municipalidad es quien debe definir a través de varios criterios, como, por ejemplo: la densidad, cobertura y otros usos del suelo, sus reglamentos y zonificaciones urbanas, siempre en función del grado de amenaza de las actividades a instalar.  
3. La zona de captura del Manantial la Gruta, definido por SENARA en 1996, que se incorporó en el Plan Regulador y sus reglamentos, Alcance Nº 4 del Diario Oficial La Gaceta Nº 19 del martes 28 de enero de 1997 y la definida en el consecutivo UGH-362-2015, son insumos técnicos muy importantes para que sean incluidos en los mapeos de ordenamiento del territorio, si estos estudios son mejorados con información relevante y exhaustiva, debe ser incorporados en las propuestas de los nuevos planes reguladores”. Y “La zona de captura del Manantial la Gruta, definido por SENARA en 1996, que se incorporó en el Plan Regulador y sus reglamentos, Alcance Nº 4 del Diario Oficial La Gaceta Nº 19 del martes 28 de enero de 1997 y la definida en el consecutivo UGH-362-2015, son insumos técnicos muy importantes para que sean incluidos en los mapeos de ordenamiento del territorio, si estos estudios son mejorados con información relevante y exhaustiva, debe ser incorporados en las propuestas de los nuevos planes reguladores”.  
 
Se omite además en esta asesoría rendida en el oficio ASAI-06-2022 la aplicación de los artículos 8, 31 y 32 de la Ley de Aguas No.276, vigente a la fecha, esbozados  como aspectos legales en el UGH-210-15, que indican:  
 
“Artículo 8 de la Ley de Aguas No. 276, establece para distancias en cuanto a radios de protección de pozos lo siguiente: 
“Las labores de que trata el artículo anterior para alumbramientos, no podrán ejecutarse a menor distancia de 40 metros de edificios ajenos, de un ferrocarril o carretera, ni a menos de cien de otro alumbramiento o fuente, rio, canal, acequia o abrevadero público, sin la licencia correspondiente del Ministerio de Ambiente y Energía” 
“Artículo 31.- Se declaran como reserva de dominio a favor de la Nación:  
a) Las tierras que circunden los sitios de captación o tomas surtidoras de agua potable, en un perímetro no menor de doscientos metros de radio;  
b) La zona forestal que protege o debe proteger el conjunto de terrenos en que se produce la infiltración de aguas potables, así como el de los que dan asiento a cuencas hidrográficas y márgenes de depósito, fuentes surtidoras o curso permanente de las mismas aguas.” (resaltado no es del original). Zonas de infiltración y zonas forestales debidamente incluidas en el Estudio sobre el Manantial de La Gruta 1995 realizado por SENARA, como tubos de flujo: área 2 y 3 de protección, acogidas en nuestro Plan Regulador vigente desde 1997, según publicación de Gaceta 19 (ya mencionada) y modificadas sin explicación jurídica parte de la administración municipal, sin cumplir el debido proceso. 
“Artículo 32.- Cuando en una área mayor de la anteriormente señalada exista peligro de contaminación ya sea en las aguas superficiales o en las subterráneas, el Poder Ejecutivo, por medio de la Sección de Aguas Potables a que alude el artículo siguiente, dispondrá en el área dicha las medidas que juzgue oportunas para evitar el peligro de contaminación”. 
Desde la página 26 y hasta la 40 del oficio ASAI-06-2022 se analiza el caso de Asociación Watch Tower Bible and Tract Society of Pensilvannia, que ya tienen un informe de la asesoría legal del Concejo Municipal. 
 
A partir de la página 41 de dicha asesoría se inicia el análisis sobre la finca propiedad de Pleasure Island SA folio real H-154664-000 que arroja la consideración numero 3:  
 
“Es conveniente que el Concejo Municipal valore el no recurrir a un proceso de lesividad de los certificados de uso de suelo en estudio de la finca No.154664 propiedad de Pleasure Island, S.A., dado lo expuesto y concluido en el presente informe, así como el impacto y consecuencias como las económicas que podría exponer a la institución por las acciones que decidan, teniendo posible afectación en la hacienda municipal”. 
 
Criterio opuesto a los argumentos dados en los informes de esta asesoría legal rendida en los oficios números MB-019-2021 y MB-011-2022, debido a la aplicación inmediata de la reducción del área de protección. Ejemplo MB-011-2022 visto en Acta Sesión Ordinaria 4726-2022, capítulo VI del 09 de Agosto 2022: 
 
“Solicita el Concejo Municipal de Belén, criterio legal con relación a la moción presentada por la regidora María Antonia Castro, por medio del cual remitió la información respecto al otorgamiento de los certificados de uso de suelo N° 3232-2020, 3233-2020, 4098-2020 y 4101-2020 en la finca matrícula folio real N° 4-154664-000, la resolución N° AMB-R-002-2020, de las 14:05 horas del 2 de marzo de 2020, de la alcaldía municipal de Belén; así como el certificado de uso de suelo N° 1952-2022, en la finca matrícula folio real N° 4-82013-000 y, en consecuencia, ampliar respecto a este tema el informe legal N° MB-019-2021, del 8 de junio de 2021: 
 
1. Acta de sesión ordinaria N° 61-2016, del 18 de octubre del 2016, artículo 15, que aprobó el uso de suelo condicionado a favor de Pleasure Island, S.A., en la finca 154664, con una cobertura del 60% para la zona industrial: 
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Sin embargo, ya el oficio DU-UCTOT-115-2019 dirigido al Sr. Horacio Alvarado, Alcalde de la Municipalidad de Belen, refiere que “responde al oficio AMB-C-071-2019 con fecha 26 febrero  2019 solicitando analizar la situación particular de una finca con folio No. 082013 para que se le autorice la inserción de la actividad hotelera en los Usos permitidos correspondiente a lo señalado en el apartado 21 de la lista de Industrial Tipo (1) del Plan Regulador vigente del cantón de Belen”. 
 
Este oficio del INVU dejó en claro que el Concejo Municipal tomó acuerdo 61-2016, del 18 de octubre del 2016, artículo 15, y hoy siete años después ese acuerdo municipal y el Uso de Suelo número 769 firmado por Arq. Luis Bogantes Miranda el 21 marzo 2018, quedaron con vicios de nulidad debido a que el INVU  como ente rector en Planificación Urbana, desde el 23 de mayo del 2019, no autorizó la zona industrial para uso de hotel. Sin embargo no han sido anulados por la alcaldía o el Concejo Municipal ni tampoco se ha planteado un proceso de lesividad aun cuando el acuerdo y el Uso de Suelo perdieron eficacia y respaldo técnico-legal.  
 
Además hay contradicción en las páginas 46 y 47 del oficio ASAI-06-2022 con los Usos de Suelo 0016-2020 del 7 de enero del 2020 cuando se rechazan los usos por Rent a Car y Lavacar, según punto 3) del artículo 7 del Pan Regulador de Belen. Sin embargo en los usos de suelo 1271-2020 del 13 de abril del 2020 se avala el Rent a Car y el Lavacar, según punto 3) del artículo 7 del Plan Regulador de Belén, de manera el mismo artículo e inciso del Plan Regulador rechaza y avala los usos de suelo para la misma actividad.  
 
Los Certificados de Uso de Suelo números 768 y 769, ambos aprobados, no fueron incluidos en el análisis del oficio ASAI-06-2022, a pesar de ser parte de la información entregada al Concejo Municipal en acta 3421/2021, capítulo VI El tramite 768 de fecha 21 de marzo 2018, no define superficie máxima de ocupación del suelo que se autoriza, indica que el Uso Solicitado es Hotel, aplica la Vulnerabilidad Baja a pesar del acuerdo del Concejo Municipal del 1 de noviembre del 2016 cuando entra a regir el Mapa de Vulnerabilidad DRASTIC (vulnerabilidad media para la finca 154664) pero si menciona que una de las restricciones es la Zona de Protección de la Naciente La Gruta según Plan Regulador vigente detallando que la Zona de Protección de La Gruta es de 6765 m2, el Área Útil del Terreno ubicado frente a calle publica es de 4484.90 m2 y el área útil del terreno ubicado en la parte posterior del lote es de 844.19 m2. El tramite 769 de fecha 21 de marzo 2018, define 3197.45 m2 como superficie máxima de ocupación del suelo que se autoriza, indica que el Uso Solicitado es Ofibodegas y mini bodegas y locales comerciales, aplica la Vulnerabilidad Baja a pesar del acuerdo del Concejo Municipal del 1 de noviembre del 2016 cuando entra a regir el Mapa de Vulnerabilidad DRASTIC (vulnerabilidad media para la finca 154664), igualmente menciona que una de las restricciones es la Zona de Protección de la Naciente La Gruta según Plan Regulador vigente detallando que la Zona de Protección de La Gruta es de 6765 m2, el Área Útil del Terreno ubicado frente a calle publica es de 4484.90 m2 y el área útil del terreno ubicado en la parte posterior del lote es de 844.19 m2. El Certificado de Uso de Suelo tramite 1085-2019 de fecha 19 marzo 2019, autorizo 7256 m2 de superficie máxima de ocupación del suelo, indica que el Uso Solicitado es Usos Permitidos en el Área, aplica la Vulnerabilidad Baja a pesar del acuerdo del Concejo Municipal del 1 de noviembre del 2016 cuando entra a regir el Mapa de Vulnerabilidad DRASTIC (vulnerabilidad media para la finca 154664), elimina la mención sobre la restricción de la Zona de Protección de la Naciente La Gruta según Plan Regulador vigente y no detalla que la Zona de Protección de La Gruta es de 6765 m2, ni que el Área Útil del Terreno ubicado frente a calle publica es de 4484.90 m2 ni que el área útil del terreno ubicado en la parte posterior del lote es de 844.19 m2. Estos tres últimos Usos de Suelo reflejan información totalmente diferente pero siguen vigentes, debido a que no ha habido anulación de parte de la alcaldía, ni anulación del Tribunal Contencioso a través de un proceso de lesividad. El ASAI-06-2022 no analiza los posibles vicios de nulidad de los diferentes Certificados de Usos de Suelo dados a Pleasure Island S.A., análisis que si se incluye en los informes MB-019-2021 y MB-011-2022 del asesor legal don Luis Alvarez. 
 
En la página 48 del oficio ASAI-06-2022 se desarrolla el análisis técnico aplicado a la finca H-154664-000 y se afirma que: 
“Se cuenta con un estudio de carácter hidrogeológico realizado por el Geólogo Roberto Protti, contratado por el propietario, Pleasure Island S.A., el cual fue presentado para la valoración respectiva ante el SENARA (Servicio Nacional de Riego y Avenamiento), entidad oficial en materia de aguas subterráneas, cuyos resultados, es de interés que sean aplicados, de acuerdo con el marco normativo aplicable”, siendo omisa la afirmación ya que el Estudio realizado por GEOTEST, Roberto Protti, fue realizado para la finca H-7691-1970, según UGH-210-15, expediente 48-14 DIGH que no se podía homologar a otra finca, según oficio DIGH-198-2014 dirigido a don Horacio Alvarado. Implicando que se debía alertar a SENARA sobre el error y sin aceptar el documento, pues existía información contraria dentro de la Municipalidad de Belen, que debió haber estado en expediente único, para después no alegar el desconocimiento de ese oficio DIGH-198-2014. 
 
En las páginas 50 y 51 del ASAI-006 continúa visible la contradicción al validar la reducción de área sin haberse seguido el artículo 17 de la ley 4240:    
 
“Esto significa que dicha finca no está afectada por la zona de protección y de recarga acuífera referida a la Naciente La Gruta, y por consiguiente no procede aplicar restricciones o afectaciones de uso, según criterio emitido por SENARA, el cual debe ser de aplicación por parte de la municipalidad al ser el ente rector en la materia por disposición legal”.  
  
“h. La finca No.154664 está fuera de la zona de protección del área de recarga y del acuífero del manantial La Gruta, según lo dispuesto en el Oficio UGH-362-15 del 03 de noviembre del 2015, criterio fundamentado en el documento elaborado en el 2014, “Estudio hidrogeológico para revisión de zona de protección de pozos, manantiales y del mapa de vulnerabilidad a la contaminación acuífera de la finca No.82013, plano catastro 4-7691-1970 (antiguo centro de Acuamanía).  
 
“i. El Oficio UGH-362-15-SENARA del 3 de noviembre de 2015, establece que luego de medirse el caudal de la naciente La Gruta se realizan los cálculos, y resulta que la zona de protección es ajustada a la rotación de 20° perpendicular a la línea de flujo de la naciente, y que hay una distancia de 127 metros aguas arriba con un ancho máximo de 12 metros. Por consiguiente, el terreno de la finca No.154664 está fuera de la zona de protección del área de recarga del manantial La Gruta. Se cumple de esta forma con el artículo 33, inciso d, de la Ley Forestal, referido a que estos límites son determinados por los órganos competentes, y SENARA es el órgano competente oficial que corresponde para aguas subterráneas”.  
 
Debe aclararse que al sur de la finca en cuestion existiría afectación por áreas de protección, según establece la Ley Forestal No.7575, artículo No.33 por las nacientes registradas y oficializadas en el oficio SENARA-DIGH-UI-134-2020. 
Entre las páginas 52 y 62 del oficio ASAI-06-2022 se continúa el “respaldo” a la reducción del área de protección del manantial La Gruta con afirmaciones como: 
“m. Según el Estudio Hidrogeológico Detallado, elaborado por GEOTEST del 2014, por el Geólogo Roberto Protti, el terreno se ubica en una vulnerabilidad Baja, y por consiguiente, con la aplicación de la Matriz de Criterios de Uso de Suelo según Vulnerabilidad, corresponde para usos de suelos por actividades”. 
 
Sobre esta diferencia entre vulnerabilidades este MB-011-2022 de esta asesoría legal, visto en Acta Sesión Ordinaria 4726-2022, capítulo VI del 09 de Agosto 2022 indica en el apartado “SEGUNDO VICIO DE NULIDAD: los actos dictados fueron contrarios al mapa de vulnerabilidad DRASTIC presentado por SENARA y aprobado por el Concejo Municipal. 
 
De conformidad con el estudio legal de los expedientes administrativos, se determinó que el dictado de los certificados de uso de suelo N° 3232-2020, 3233-2020, 4098-2020 y 4101-2020 en la finca matrícula folio real N° 4-154664-000, la resolución N° AMB-R-002-2020, de las 14:05 horas del 2 de marzo de 2020, de la alcaldía municipal de Belén; así como el certificado de uso de suelo N° 1952-2022, en la finca matrícula folio real N° 4-82013-000; son contrarios a las disposiciones técnicas establecidas en el mapa de vulnerabilidad DRASTIC presentado por SENARA y aprobado por el Concejo Municipal en el artículo 5 de la sesión ordinaria N° 64-2016, del 1 de noviembre del 2016. 
 
Al respecto, como se puede observar en el expediente administrativo elaborado por el Concejo, el mapa de vulnerabilidad DRASTIC antes citado, fue aprobado por el cuerpo edil municipal en el año 2016 y en el mismo se definió una vulnerabilidad “media” de aguas subterráneas en el sector donde se ubican las fincas N° 154664-000 y N° 4-82013-000. 
 
No obstante, la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén omite manifestar que las fincas cuentan con una vulnerabilidad a la contaminación “media”, según el mapa técnico presentado por SENARA y aprobado por el Concejo; lo que significa que se conculcó el artículo 16.1 de la Ley General de la Administración Pública, que establece: 
 
ARTÍCULO 16.- 
 
1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 
 
De conformidad con la norma transcrita, se establece que la Administración Pública no podrá dictar ningún acto contrario a las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia; al punto que tales reglas no jurídicas son reconocidas como parámetro de legalidad de las conductas administrativas, evaluable incluso por las autoridades judiciales. 
 
En el caso concreto, es preciso recordar que SENARA al ser un ente público de carácter técnico y encargado de definir el mejoramiento, conservación y protección de los suelos en los distritos de riego y avenamiento, así como en las cuencas hidrográficas del país; es el responsable de establecer la matriz genérica de protección de acuíferos, como un instrumento para regular la aplicación de medidas de protección al recurso hídrico subterráneo en la planificación territorial local. 
 
Por ello, SENARA presentó ante el Concejo Municipal de Belén en el artículo 50, de la sesión ordinaria N° 57-2016, del 4 de octubre del 2015, el mapa de vulnerabilidad DRASTIC aplicable en el cantón, el cual fue aprobado por el cuerpo edil en el artículo 5 de la sesión ordinaria N° 64-2016, del 1 de noviembre del 2016.  
 
Dicho mapa establece claramente que el sector donde se ubican las fincas N° 154664-000 y N° 4-82013-000 es una zona con vulnerabilidad “media”, que significa que dicha categoría tiene una regulación para la protección del recurso hídrico en función de la vulnerabilidad a la contaminación acuífera mucho más estricta que no fue contemplada por la Administración Municipal en el otorgamiento de la actividad conforme. 
 
Por ende, la omisión de los certificados de uso de suelo dictados por la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén, que omitió advertir que la zona cuenta con vulnerabilidad “media”, como así lo determinó el estudio hidrogeológico y de vulnerabilidad mediante el método DRASTIC por parte de SENARA y aprobado por el Concejo Municipal el 1 de noviembre del 2016, conculcó el artículo 16.1 de la Ley General de la Administración Pública y en consecuencia, son contrarios al ordenamiento jurídico”. 
 
En la página 62 del oficio ASAI-06-2022 se adjunta mapa de distancias en la zona de La Gruta. Este mapa comprueba el conocimiento de la auditoría sobre las diferentes zonas de protección que utiliza la administración sobre la Naciente La Gruta. Además este mapa en la asesoría, pretende mostrar el por qué aplica la reducción de área de protección analizada sobre la finca 154664. Valioso resaltar la figura del área de Protección del Plan Regulador vigente (celeste) sobre el área de protección según Estudios de Delimitación de La Gruta SENARA 1995 con el tubo de flujo que la acompaña (rosado pálido y naranja el tubo de flujo). Además se visualiza la figura de “vaso” (línea verde) que define la reducción del área de protección aplicada por la administración.  
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Además se hace referencia a que “La zona fucsia representa el 60% de la finca, es la zona de cobertura de la zona industrial, según el Plan Regulador, según la disposición de la zonificación en zona industrial. El 60% significa que se puede construir dentro de la finca (7.256 m2), del área total”, área acorde al Certificado de Uso de Suelo 1085-2019 que aplico la reducción. 
 
La página 63 del oficio ASAI-06-2022 indica en los puntos 2, 3 y 5: 
2.” La distancia de la esquina nor-este del tubo de flujo o zona de protección (campana verde) a 90 grados a la finca es de 25 metros, es decir que hay 25 metros entre el lindero de la finca y la esquina del tubo de flujo.  
 
3. La distancia entre la esquina nor-este del tubo de flujo (zona de protección) SENARA 2015, a la esquina suroeste de la sección del 60% de cobertura industrial de la finca, son 38.38 metros lineales. Lo que significa que si se construyera en el límite del 60% están retirados por 38.38 metros.  
 
5. Las dimensiones del tubo de flujo o zona de captura o zona de protección SENRA 2015, que corresponden a la campana del centro, es de 127 metros a lo largo y la distancia a lo ancho es de 126 metros”.  
 
Indiferentemente y de forma indiscriminada mezcla los conceptos de área de protección y tubo de flujo. El área de protección, es un área destinada a la preservación y protección, con carácter intangible, del suelo, cuencas hidrográficas, agua y en general los recursos naturales localizados en terrenos forestales. Sobre estas áreas, la Ley de Aguas, vigente a la fecha, en su “Artículo 31.- Se declaran como reserva de dominio a favor de la Nación:  
a) Las tierras que circunden los sitios de captación o tomas surtidoras de agua potable, en un perímetro no menor de doscientos metros de radio;  
El tubo de flujo, por otra parte, es el área por la cual fluyen las aguas subterráneas hacia la naciente o al pozo perforado, con diferentes velocidades, convirtiéndola en el área más vulnerable para transportar la contaminación directamente a la fuente, captada o no. Sobre estas áreas, la Ley de Aguas, vigente a la fecha, en su “Artículo 32.- Cuando en una área mayor de la anteriormente señalada exista peligro de contaminación ya sea en las aguas superficiales o en las subterráneas, el Poder Ejecutivo, por medio de la Sección de Aguas Potables a que alude el artículo siguiente, dispondrá en el área dicha las medidas que juzgue oportunas para evitar el peligro de contaminación”. Hoy en día aplicado por el rector de las Aguas Subterráneas SENARA, las áreas de protección y por la Dirección de Aguas los radios de operación. 
En la página 69 del oficio ASAI-06-2022 llama la atención de esta asesoría legal, la mención del voto No. 1394 de las 15:21 horas del 16 de marzo de 1994) mediante la reforma introducida al artículo 50 constitucional por la Ley No. 7412 de 3 de junio de 1994, que indica:  
“Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado.  
 
Pero también está el criterio por la propia Sala Constitucional, en apego a los principios de la protección de la propiedad que señala (Resolución No. 2345-96 de las nueve horas veinticuatro minutos del diecisiete de mayo de mil novecientos noventa y seis) lo siguiente:  
"Es decir, pueden limitarse los atributos de la propiedad, en tanto el propietario reserve para sí la posibilidad de explotar normalmente el bien, excluida claro está, la parte o la función afectada por la limitación impuesta por el Estado. También la mención del Articulo 45 de la Constitución Política, que indica:  La propiedad es inviolable; a nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley. En caso de guerra o conmoción interior, no es indispensable que la indemnización sea previa. Sin embargo, el pago correspondiente se hará a más tardar dos años después de concluido el estado de emergencia.  
Por motivos de necesidad pública podrá la Asamblea Legislativa, mediante el voto de los dos tercios de la totalidad de sus miembros, imponer a la propiedad limitaciones de interés social.”  Interpretación que pareciera dirigirse por la asesoría ASAI-006-2022 a las áreas de protección. 
 
A partir de la página 70 del oficio ASAI-06-2022 inicia el POR TANTO, fundamentado en el mismo Informe de la Dirección del Área Técnica Operativa y la Dirección Jurídica DTO-001-2019/DJ-006-2019 que indica en el punto 3. Del POR TANTO: “El presente Informe Tecnico-Juridico, deja sin valor y efecto cualquier otro documento anterior que se le oponga”. En el punto 1 indica: “Para nuevos Certificados de Uso de Suelo, siendo esta una competencia propia de la Municipalidad en concordancia por lo establecido por el INVU mediante oficio DU-UCTOT-102-2017, de fecha 6 de setiembre de 2017, en el caso de la finca 154664 y colindantes con igualdad de condiciones que la finca citada del sector conocido con la Gruta, no puede ni debe la administración municipal restringir el uso de los terrenos usando como respaldo la zona de protección de la naciente la Gruta según la Zonificación del Plan Regulador ya que ha quedado demostrado científicamente que esta zona es inferior en dimensiones a la demarcada en la zonificación del plan regulador, situación validada y oficializada por el SENARA en calidad de ente rector y en aplicación de la Ley N°6877, artículo 3, incisos ch),e) y h) de fecha 18 de julio de 1983 y tomando en cuenta la Ley Forestal 7575, artículo 33, inciso d), de fecha 5 de febrero de 1996, siendo que el Plan Regulador del Cantón de Belén es un reglamento de orden inferior y considerando además que no le corresponde a la Municipalidad establecer las dimensiones de una zona de protección de una naciente, situación que no debe repetirse en lo sucesivo en el plano o mapa de Zonificación sino más bien, utilizar un Mapa de Restricciones y Afectaciones que puede ajustarse en forma pronta y cumplida dependiendo de lo que dicten los entes rectores en la materia y en consecuencia de la Normativa vigente. En este caso se debe aplicar el principio de Jerarquización de Normas y las reglas univoca de la Ciencia y la Técnica según el artículo 16.1 de la Ley General de la Administración Pública. (LGAP).  
 
2. Según la Zonificación del Plan Regulador y considerando el presente Informe Técnico-Jurídico, ante gestión del interesado con el fin de lograr un aprovechamiento racional del suelo en la finca 154664, estando ésta dividida por dos zonas, las regulaciones de la zona industrial o de uso condicional (acuerdo del Concejo Municipal en la sesión ordinaria N|61-2016, articulo 15 de fecha 18 de octubre de 2016), puede extenderse al resto de la finca de acuerdo con sus dimensiones con las precauciones necesarias que impidan conflictos de uso y atendiendo las recomendaciones del SENARA según el Informe UGH-327-05 de fecha 24 setiembre de 2015 para construcciones mixtas, destinado a Comercio, ofibodegas, almacén fiscal o eventualmente un Hotel mientras estas se lleven a cabo con las condiciones descritas en el Informe citado y considerando acciones preventivas como el caso de la utilización de una Planta de tratamiento de aguas residuales, entre otros.”  
 
“Por lo anterior, y no pudiendo contrariar lo dicho por la Dirección Jurídica de esa Municipalidad en el informe citado, no queda sino concurrir con el criterio ahí emitido y que se esboza de buena manera en las conclusiones y por tanto que se extrae.  
En tal sentido, y siguiendo lo ahí indicado, es claro que SENARA modificó la zona de protección y los parámetros, para la protección de las nacientes que habían generado con anterioridad una zona de protección que afectaba de manera más integral la cabida de la Finca H-154664-000, por medio, del posterior dictamen o criterio de la dependencia publica competente y acreditada por disposición de ley para otorgar con un grado de certeza científica suficiente y atinente, dado el nivel de conocimiento a un momento dado, y si la instancia con tales características emite criterio en materia de su competencia, no queda sino, con apoyo de los artículos 16 y 160 de la Ley Nro.6227 Ley General de la Administración Pública, que viene a dar un mayor fundamento a lo dicho en el citado informe de las áreas Técnica y Jurídica de esa Municipalidad”.  
 
“Esto es, en términos prácticos, que no sería posible sostener sin caer en contradicción con el artículo 16 y sería objeto de la sanción de nulidad del artículo 160, ambos de la Ley 6227, si se mantiene una actuación de restricción sobre el uso del suelo en la finca H-154664-000 bajo la premisa de las disposiciones del Plan Regulador de esa Municipalidad, haciendo caso omiso al informe de la SENARA UGH-327-15 de 24 de setiembre de 2015 5, por efecto del cual, se permite una mayor utilización y más variada de su cabida”. Criterio que deja fuera los otros oficios de SENARA y del ente rector en Planificación Urbana, INVU, aquí mencionados.  
 
En las páginas 78 y 79 de CONCLUSIONES del oficio ASAI-06-2022, el punto 4 indica:  
4. Así las cosas, y en relación con el otorgamiento de certificados de uso de suelo por parte de la Administración para la finca No. 154664, esta Unidad de Fiscalización no obtuvo evidencia de que los mismos incumplan con la normativa técnica y legal vigente.  
 
Sobre las consideraciones finales punto 3:  
3. Es conveniente que el Concejo Municipal valore el no recurrir a un proceso de lesividad de los certificados de uso de suelo en estudio de la finca No.154664 propiedad de Pleasure Island, S.A., dado lo expuesto y concluido en el presente informe, así como el impacto y consecuencias como las económicas que podría exponer a la institución por las acciones que decidan, teniendo posible afectación en la hacienda municipal.  
 
El ente rector en Planificación Urbana, que incluye Planes Reguladores, había indicado sobre este tema, en la Conclusión del oficio DU-UCTOT-115-2019: “De lo anterior reiteramos, que la Municipalidad de Belen debe modificar su plan regulador vigente efectuando los debidos ajustes de zonificación y reglamentación necesarios, tomando en consideración lo dispuesto en el Art. 17 de la Ley de Planificación Urbano, además de contar con aval de SENARA aprobando sobre los estudios hidrogeológicos a utilizar en la nueva propuesta y también con el análisis del alcance ambiental por parte de SETENA”. (resaltado no es del original)  
 
CONSIDERANDO: 
 
1-Acta 3421/2021 de fecha 08 junio 2021: Se conoce Moción que presenta la Regidora Propietaria María Antonia Castro. 
Considerandos 
-Que sobre los Usos de Suelo entregados sobre la finca 4-154664-000: se incluyen los Usos de Suelo números 768 del 21 marzo 2018 sin superficie máxima de ocupación del suelo que se autoriza, 769 del 21 de marzo 2018 con superficie máxima de ocupación del suelo que se autoriza 3197.45 m2 y 
1085-2019 del 19 de marzo 2019 con una superficie máxima de ocupación del suelo autorizada de 7256 m2; todos amparados al MB-019-2021. 
-Que existen 4 Usos de Suelo aprobados más, otorgados a la finca 4-154664-000. Dos Resoluciones de Certificado de Uso Suelo números: 3232-2020 de 11 setiembre 2020 donde se menciona que la finca se encuentra en vulnerabilidad baja y el 3233-2020 del 11 setiembre del 2020 donde se acota 
que la finca se ubica en vulnerabilidad baja. Las otras dos Resoluciones, a saber: 4098-2020 de 10 diciembre 2020 y el 4101-2020 de 11 diciembre 2020 que direccionan a la Unidad Ambiental solicitando las recomendaciones, medidas preventivas y/o amortiguamiento a seguir dentro de la zona 
con zonificación ambientalmente protegida. 
-Que en Acta Sesión Ordinaria 04 artículo 31 del 2020, se recibe oficio PE-079-01-2020 del INVU sobre la obligatoriedad de incluir en las Resoluciones de Uso de Suelo “si el predio está sujeto a otras restricciones se deben indicar en el Certificado de Uso de Suelo” 
-Que los 4 usos de suelo arriba mencionados incluyen un punto donde afirma: “Toda falta, omisión y alteración que induzca la Municipalidad de Belen a incurrir en error, invalida el presente certificado”. 
-Que existe respuesta a Recurso de Apelación número AMB-R-002-2020 sobre los Usos de Suelo 3232-2020 y 3233-2020 firmada por el señor alcalde Horacio Alvarado, que parte de una serie de considerandos cuestionados en el MB-019-2021. 
- Se adjuntan los Uso de Suelo 3232-2020 y 3233-2020 y las resoluciones de uso de suelo números 4098-2020 y 4101-2020, además del oficio AMB-R-002-2020. 
Por tanto: 
PRIMERO. Solicito al Honorable Concejo incluir en el análisis y recomendación sobre el caso dilucidado en el informe MB-019-2021 de nuestro asesor legal don Luis Alvarez, visto en el acta 32-2021 del martes pasado, los certificados de Uso de Suelo 3232-2020 y 3233-2020, y las resoluciones de uso de suelo números 4098-2020 y 4101-2020, además del oficio AMB-R-002-2020 para que sean 
trasladados a la Comisión de Jurídicos, Gobierno y Administración y sean incluidos en los expedientes del caso. SEGUNDO: Solicitamos una ampliación del informe MB-019-2021 en base a los Usos de Suelo y Resolución de la Alcaldía presentados en esta moción. 
La Regidora Propietaria María Antonia Castro, manifiesta que resulta que tenemos 4 usos de suelo posteriores, con una Resolución del Alcalde que considera fue inducido a error, porque el expediente de la administración y del Concejo es diferente, le hablan de una Resolución del 2015 del SENARA, 
pero no le dicen al Alcalde que la Municipalidad usa el Sistema Drastic, son 7 usos de suelo en general sobre la misma finca. Los 4 usos de suelo están aprobados. 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Avalar la Moción presentada. SEGUNDO: Incluir en el análisis y recomendación sobre el caso dilucidado en el informe MB-019-2021 de Asesor Legal don Luis Alvarez, visto en el Acta 32-2021 del martes pasado, los certificados de Uso de Suelo 3232-2020 y 3233-2020, y las resoluciones de uso de suelo números 4098-2020 y 4101-2020, además del oficio AMB-R-002-2020 para que sean trasladados a la Comisión de Jurídicos, Gobierno y Administración y sean incluidos en los expedientes del caso. TERCERO: Solicitar una ampliación del informe MB-019-2021 en base a los Usos de Suelo y Resolución de la Alcaldía presentados en esta moción. CUARTO: Solicitar al Alcalde Municipal un informe sobre los usos de suelo otorgados en dicha propiedad. 
 
2-El informe MB-011-2022 de esta Asesoría Legal del Concejo Municipal, conocido en el Acta Sesión Ordinaria 4726-2022, capítulo VI del 09 de Agosto 2022 indica:  
“La falta de regulación del motivo, implica que el acto administrativo adolece de un vicio de nulidad, como lo establecen los artículos 158 y 166 de la Ley General de la Administración Pública, que indican lo siguiente: 
 
ARTÍCULO 158.- 
 
1. La falta o defecto de algún requisito del acto administrativo, expresa o implícitamente exigido por el ordenamiento jurídico constituirá un vicio de éste. 
 
2. Será inválido el acto sustancialmente disconforme con el ordenamiento jurídico”. 
 
ARTÍCULO 166.- 
 
Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente. 
 
Y, por ende, cuando un acto administrativo no regula adecuadamente los elementos esenciales tales como el motivo, el contenido, el fin o la motivación; ello implica que existe un vicio de nulidad absoluta por ser disconforme con el ordenamiento jurídico. 
 
Siendo así, ante la existencia de un acto viciado de nulidad, la Administración debe de tramitar los procedimientos tendientes a declarar su nulidad, ya que de acuerdo al artículo 172 de la citada ley, el acto absolutamente nulo no se puede ajustar a derecho ni por saneamiento, ni por convalidación”. 
 
3-Es de resaltar, que la Constitución Política de Costa Rica incluye elementos específicos de la protección al agua, lo cual esta consagrado en el artículo 50: “Toda persona tiene el derecho humano, básico e irrenunciable de acceso al agua potable, como bien esencial para la vida. El agua es un bien de la nación, indispensable para proteger tal derecho humano. Su uso, protección, sostenibilidad, conservación y explotación se regirá por lo que establezca la ley que se creará para estos efectos y tendrá prioridad el abastecimiento de agua potable para consumo de las personas y las poblaciones.” 
(Así adicionado el párrafo anterior por el artículo 1° de la ley N° 9849 del 5 de junio del 2020, "Reconocer y garantizar el derecho humano de acceso al agua") 
 
4-En adición a la argumentación para no variar el área de protección mediante estudios técnicos u otros recursos que vayan en detrimento de la legislación ambiental, es importante recordar que el Tratado de Libre comercio entre Centroamérica y Estados Unidos de América, llamado popularmente el DR-CAFTA, incluye todo un capítulo ambiental, que es el capítulo 17. En dicho tratado, se establece la prohibición de realizar una regresión en materia ambiental, tal y como queda explícitamente expuesto en el siguiente artículo e inciso:  
DR CAFTA, capítulo 17, Artículo 17.2: Aplicación de la Legislación Ambiental: “Las Partes reconocen que es inapropiado promover el comercio o la inversión mediante el debilitamiento o reducción de las protecciones contempladas en su legislación ambiental interna. En consecuencia, cada Parte procurará asegurar que no dejará sin efecto o derogará, ni ofrecerá́ dejar sin efecto o derogar dicha legislación de una manera que debilite o reduzca la protección otorgada por aquella legislación, como una forma de incentivar el comercio con otra Parte, o como un incentivo para el establecimiento, adquisición, expansión o retención de una inversión en su territorio.” 
Así mismo, la Sala Constitucional ha consagrado el Indubio Pro Natura en el tema de áreas de recarga y aguas subterráneas en varios votos de la mencionada sala, los cuales adquieren rango constitucional. Al respecto es importante mencionar el voto No. 1923 de las 14:55 horas del 25 de febrero del 2004: “ “Para el caso de las aguas subterráneas contenidas en los mantos acuíferos y áreas de carga y descarga, el principio precautorio o de indubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados conforme a las reglas unívocas y de aplicación exacta de la ciencia y de la técnica que permitan arribar a un estado de certeza absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende desarrollar sobre el medio ambiente o éstos sean contradictorios entre sí, los entes y órganos de la administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o permitir toda solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que se despeje el estado dubitativo y, paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su protección y preservación con el objeto de garantizar el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. En esencia, una gestión ambiental segura de las aguas subterráneas pasa por proteger el recurso antes de su contaminación o degradación. (...) el principio precautorio o de indubio pro natura resulta de especial aplicación al sub-lite si se toma en consideración que de acuerdo con la hidrogeología ante la contaminación de un manto acuífero la regeneración es extraordinariamente lenta y, en ocasiones, irreversible por el altísimo costo de los medios e instrumentos para hacerlo.”    
 
5- ARTÍCULO 11 Constitucional.-Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. 
6- Artículo 11. Ley General de Administración Pública: 
 
 
1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. 
 
 
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa. 
 
7-Artículo 13 de la Ley de Administración Pública. 
a.  
1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos. 
b.  
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
De conformidad con las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, se concluye lo siguiente: 
 
1. De conformidad con el estudio legal de los expedientes administrativos y la documentación remitida a estudio, se concluye que oficio número ASAI-06-2022 de fecha 31 de octubre de 2022, denominado ASESORIA SOBRE EL OTORGAMIENTO DE USO DE SUELOS no tiene el carácter de informe de Auditoría es solo un criterio cuyas conclusiones presentan serias inconsistencias de legalidad y técnicas, así como tampoco se consideraron en sus valoraciones los antecedentes y la información que consta en el expediente administrativo. 
 
1. Para todos los efectos esta asesoría ratifica las conclusiones del oficio MB-011-2022 del 9 de agosto de 2022, rendido de conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficios N° Ref. 3421/2021, 5211/2021 y 4504/2022; criterio legal con relación a la moción presentada por la regidora María Antonia Castro, por medio del cual remitió la información respecto al otorgamiento de los certificados de uso de suelo N° 3232-2020, 3233-2020, 4098-2020 y 4101-2020 en la finca matrícula folio real N° 4-154664-000, la resolución N° AMB-R-002-2020, de las 14:05 horas del 2 de marzo de 2020, de la alcaldía municipal de Belén; así como el certificado de uso de suelo N° 1952-2022, en la finca matrícula folio real N° 4-82013-000 y, en consecuencia, ampliar respecto a este tema el informe legal N° MB-019-2021, del 1 de junio de 2021, en el cual se concluyó: 
 
1. De conformidad con el estudio legal de los expedientes administrativos y la documentación remitida a estudio, se concluye que los certificados de uso de suelo N° 3232-2020, 3233-2020, 4098-2020 y 4101-2020 en la finca matrícula folio real N° 4-154664-000, la resolución N° AMB-R-002-2020, de las 14:05 horas del 2 de marzo de 2020, de la Alcaldía Municipal de Belén; así como el certificado de uso de suelo N° 1952-2022, en la finca matrícula folio real N° 4-82013-000; son contrarios a las disposiciones técnicas establecidas en el mapa de vulnerabilidad DRASTIC presentado por SENARA y aprobado por el Concejo Municipal en el artículo 5 de la sesión ordinaria N° 64-2016, del 1 de noviembre del 2016, los principios de protección al ambiente, legalidad y seguridad jurídica y las disposiciones establecidas en el acuerdo del Concejo Municipal N° 3501/2021, de la sesión ordinaria N° 35-2021. 
2. Al acreditarse desde el punto de vista legal la existencia de vicios de nulidad absoluta, se deberá valorar la pertinencia de solicitar a la Alcaldía Municipal que tramite el procedimiento tendiente a declarar la nulidad absoluta evidente y manifiesta de los actos según lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública; o en su defecto, acudir al proceso judicial de lesividad, regulado en el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo. 
3. Para efectos de evitar potenciales riesgos legales en el futuro (administrativos, civiles y/o penales) como en el caso aquí nos ocupa, se recomienda al Concejo dictar un acuerdo firme en el que se le solicite a la Administración Municipal, en tutela del control interno, que cuando se dicten certificados de uso de suelo dentro de la jurisdicción del cantón, se incluyan toda las afectaciones existentes en la finca respectiva, con base en la prevención que había hecho el INVU como contraparte técnica en materia de Plan Regulador, según consta en el oficio N° PE-079-01-2020 y con fundamento en el artículo 8 de la ley N° 8220. 
 
2. Para todos los efectos esta asesoría ratifica las conclusiones del informe MB-019-2021 de fecha 1 de junio de 2021, rendido conforme al requerimiento del Concejo Municipal, mediante oficio N° Ref.2617/2021, del 12 de mayo del 2021; criterio legal con relación al trámite N° 1549, respeto de la información elaborada por el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) y el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), con el fin de incorporarlos al estudio del expediente administrativo referente a la reducción del Área de Protección La Gruta. 
1. De conformidad con el estudio legal de los expedientes administrativos, se concluye que el otorgamiento de los tres certificados de uso de suelo N° 768, del 21 de marzo del 2018, N° 769, del 21 de marzo del 2018 y N° 1085-2019, del 19 de marzo del 2019, en la finca N° 154664; son contrarios a las disposiciones técnicas establecidas en el mapa de vulnerabilidad DRASTIC presentado por SENARA y aprobado por el Concejo Municipal en el artículo 5 de la sesión ordinaria N° 64-2016, del 1 de noviembre del 2016. 
2. En el certificado de uso de suelo N° 1085-2019, del 19 de marzo del 2019, dictado por la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén; se conculcó el principio de protección al ambiente, legalidad y seguridad jurídica y se inobservaron las disposiciones establecidas en el acuerdo del Concejo Municipal aprobado en el artículo 15 de la sesión ordinaria N° 61-2016, del 18 de octubre del 2016, que condicionó el uso de suelo en la finca N° 154664, hasta en un 60% para la zona industrial, según las regulaciones establecidas en el Plan Regulador del cantón de Belén aprobado en 1997, el cual no ha sido modificado hasta el día de hoy por medio de los procedimientos establecidos por el ordenamiento jurídico para su validez y eficacia 
3. Al acreditarse desde el punto de vista legal la existencia de vicios de nulidad absoluta en los tres certificados de uso de suelo N° 768, del 21 de marzo del 2018, N° 769, del 21 de marzo del 2018 y N° 1085-2019, del 19 de marzo del 2019, dictados por la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén, se deberá valorar la pertinencia de tramitar el procedimiento tendiente a declarar la nulidad absoluta evidente y manifiesta de los actos según lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública; o en su defecto, acudir al proceso judicial de lesividad, regulado en el artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo. 
 
 
Sin más por el momento y anuente a cualquier aclaración o adición, 
 
 
 
_____________________________ 
Lic. Luis Antonio Álvarez Chaves 
Asesor legal externo del Concejo Municipal 
MUNICIPALIDAD DE BELÉN 
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Aprobar el oficio CTA-010-2016, suscrito por
Jose Zumbado, como coordinador de Ia Comisi6n Técnica Administrativa. - SEGUNDO:
Basados en el Oficio CTA-010-2016 otorgar el cambio de Uso de Suslo solicitado por la
sociedad "PLEASURE ISLAND S. A. con el fin de que esta pueda iniciar los procesos
asociados al desarollo de proyecto de HOTEL en zona actualmente establecida de uso industial.
Lo anterior con fundamento en la apiicacion e la nomativa vigente del Plan Regulador respecto
al Uso Condicional en Zona Industrial y que para la finca 154664 se cumple con que el uso
propuesto es de HOTEL s una actvidad compatible con la zona Industrial, [a inca se localiza
en la perferia de la Zona Industrial como se demuesia al confrontar la ubicacién del terreno
plano de catastrado H-134668-1993 con el Plano de Zonifcacién, no hay conficto manifiesto y
finalmente le corresponde a la Municipalidad los aspectos de planificacién del canton y la
emision de. la condicién en que se encuentra el sifo elegido para el establecimiento de la
actividad  solictada, en cuanto a la zonificacién, ubicacién, retros y si existen zonas
especiales, las que soporten alguna reserva en cuanto a su uso y desarrollo. TERCERO:
Aplicar Ia cobertura establecida en el Plan Regulador del cantén de Belén establecida en un
60% para la zona industrial. lgualmente se debe presentar un plan de arborizacidn de acuerdo
al reglamento de Arborizacién de Zonas Verdes y Reforestacion de Zonas de Proteccién del
cantén de Belén. Que debe ser avalado por la unidad ambiental. CUARTO: Una vez que se
inicien los diferentes procedimientos cada unidad de rabajo de la Municipalidad tendr que
analizar y velar que se cumplan fodos los requisios correspondientes en materia de
urbanismo. QUINTO: Se considere en el proyecto de Hotel un sistema de refencién de
pluviales y planta de tratamiento de aguas residuales para efectos de prevencion y manejo de
las aguas.




image7.png
WA DE ESTUDIOS L SEHARA

[ryorvene )
s ;oo usolizes,
e e co Ctrars (605, e
Viraraidod. Zoeo oo Fomise 9,





image1.png




image2.png




image3.png




image4.png
Simbologia
[ Tubo da fujo: Zona 2.

I o e fujo Zona 1
[ ] Zona de proteccién: Ley Forestal

& Manantisles

—— Cates.

—— Rio Bermdez

[ catastro Munisipalidad de Belén
‘Cantén de Belén

0 125 250 375 500
e e e 21105

Elabor6:
Javier Oviedo Gonzdlez

Proyeccion cartogrfica:
CRTMOS

Fuents cartograica

Catastro Multfinalitario de la Mun de Belén (2020)
SNIT 2020




image5.png




